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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, México, a veintiocho de abril de dos mil veintiséis.

VISTOS los expedientes electrónicos formados con motivo de los recursos de revisión 01675/INFOEM/IP/RR/2026, interpuestos por un ciudadano que manifiesta su nombre como dato de identificación, en lo sucesivo el Recurrente; en contra de la respuesta del Ayuntamiento de Mexicaltzingo, en lo subsecuente el Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución.

A N T E C E D E N T E S

PRIMERO. De la solicitud de información.
Con fecha nueve de diciembre de dos mil veinticinco, el Recurrente presentó a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) ante el Sujeto Obligado, solicitud de acceso a la información pública registrada con número de expediente 00512/MEXICAL/IP/2025, mediante la cual solicitó información en el tenor siguiente:

«copia del acta de inspección y las constancias ordenadas en el domicilio xxxxxxxxxxxxxxxxxx xxxx realizada por el personal de el área de protección civil el día 15 de agosto de 2025» (Sic)

Modalidad de entrega: a través del SAIMEX.

SEGUNDO. De la respuesta del Sujeto Obligado.
De las constancias que obran en el expediente electrónico, se observa que el veinte de enero de dos mil veintiséis, el Sujeto Obligado dio respuesta a la solicitud de información manifestando lo siguiente:

«Folio de la solicitud: 00512/MEXICAL/IP/2025
	

	

	En respuesta a la solicitud recibida, nos permitimos hacer de su conocimiento que con fundamento en el artículo 53, Fracciones: II, V y VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, le contestamos que:

	

	De acuerdo al Articulo 143 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, la información que solicita esta consciderada como confidencial y solo puede tener acceso los titulares de los datos y representante legal, por lo anterior estamos imposibilitados a realizar la entrega. RESPUESTA REALIZADA POR LA COORDINACION DE PROTECCION CIVIL.

	

	

	

	ATENTAMENTE

	

	BERTHA LOPEZ SANCHEZ» (Sic)




Sin que el Sujeto Obligado haya adjuntado algún documento a su respuesta en SAIMEX.

TERCERO. Del recurso de revisión.
Inconforme con las respuestas emitidas por el Sujeto Obligado, en fecha nueve de febrero de dos mil veintiséis, el Recurrente interpuso el presente recurso de revisión, el cual fue registrado en el SAIMEX con el expediente número 00512/MEXICAL/IP/2025, manifestando lo siguiente, en ambos casos: 

Acto Impugnado: 
« Número de Folio de la Solicitud: 00512/MEXICAL/IP/2025» (Sic) 

Razones o Motivos de Inconformidad: 
«AGRAVIOS La respuesta emitida por el sujeto obligado resulta ilegal, infundada y violatoria al derecho de acceso a la información, por las siguientes razones: La información solicitada NO es confidencial, ya que se trata de: Copia del acta de inspección, Y de las constancias ordenadas, realizadas por personal de Protección Civil el día 15 de agosto de 2025, en el domicilio ubicado en xxxxxxxxxxxxxxxx, inmueble propiedad y posesión del suscrito. La inspección de Protección Civil fue practicada en mi propio inmueble, derivada de una orden emitida por el Juez Cívico, con motivo de los daños estructurales ocasionados por el inmueble colindante, por lo que: Soy titular directo de la información, y Tengo interés jurídico y legítimo pleno para acceder a la documentación generada. La autoridad aplica de manera errónea el artículo 143 de la Ley de Transparencia, ya que: Dicha disposición protege datos personales de terceros, No puede invocarse para negar información al propio titular del inmueble inspeccionado, Ni para ocultar actos administrativos realizados por una autoridad en ejercicio de sus funciones. El acta de inspección y las constancias solicitadas son documentos administrativos, elaborados por una autoridad municipal, que: Dan cuenta de hechos objetivos, Evalúan condiciones de riesgo, Y producen efectos jurídicos, por lo que no constituyen información privada, sino información pública vinculada a seguridad y protección civil. Aun en el supuesto (no concedido) de que el documento contuviera datos personales, la autoridad: Estaba obligada a realizar un análisis de divisibilidad, Elaborar una versión pública, Y no a emitir una negativa absoluta, como indebidamente lo hizo. La respuesta impugnada carece de debida fundamentación y motivación, pues: No identifica qué datos específicos son confidenciales, No explica por qué el titular del inmueble no puede acceder a la información, Y omite considerar que la inspección se realizó en mi domicilio, no en el de un tercero. Esta negativa me deja en estado de indefensión, ya que la documentación solicitada: Es necesaria para acreditar daños, Para la defensa de mis derechos patrimoniales, Y para dar seguimiento a actuaciones ordenadas por autoridad competente. PETICIÓN Por lo expuesto, solicito respetuosamente al órgano garante: Revoque la respuesta emitida por la Coordinación de Protección Civil, y Ordene al sujeto obligado: Entregar copia íntegra del acta de inspección y constancias solicitadas, O, en su caso, proporcionar la información en versión pública, testando únicamente datos estrictamente protegidos por ley, Reconociendo que el solicitante es titular del inmueble inspeccionado y directamente afectado por los hechos que motivaron la diligencia.» (Sic) 

CUARTO. Del turno y admisión de los recursos de revisión.
El medio de impugnación fue turnado al Comisionado José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico SAIMEX, en términos del artículo 185, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, el cual recayó en acuerdo de admisión en fecha doce de febrero de dos mil veintiséis, determinándose en ellos, un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado.

QUINTO. De la etapa de instrucción.
Durante la etapa de instrucción, en el sumario se observa que en fecha veintitrés de febrero de dos mil veintiséis, el Sujeto Obligado rindió sus Informes Justificados mediante la presentación del archivo electrónico denominado “MANIFESTACIONES R.R. 01675-2026, SOL. 512-25.pdf”, documentación que fue puesta a la vista del Recurrente mediante acuerdos de fecha cinco de marzo de dos mil veintiséis, en términos de la fracción III del artículo 185 de la Ley de Transparencia estatal, otorgando al solicitante un término de tres días para manifestar lo que a su derecho conviniera. Por su parte, el Recurrente no realizó manifestaciones, vertió alegatos ni presentó pruebas que a su derecho conviniera. El contenido de la documentación referida será motivo de análisis en el estudio correspondiente.

SEXTO. Del cierre de instrucción.
Así, una vez transcurrido el término legal, se decretó el cierre de instrucción en los recursos de revisión en fecha siete de abril de dos mil veintiséis, en términos del artículo 185 fracción VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, iniciando el término legal para dictar resolución definitiva del asunto.

El día catorce de abril de dos mil veintiséis, con fundamento en el artículo 181, párrafo tercero, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se amplió por un periodo de quince días, el plazo para resolver el citado medio de impugnación, con el fin de contar con los elementos suficientes para proponer al Pleno de este Instituto la resolución que en derecho corresponda. 


C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente recurso de revisión conforme a lo dispuesto en los artículos 5 párrafos cuadragésimo cuarto, cuadragésimo quinto y cuadragésimo sexto fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; artículo 2 fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9 fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

SEGUNDO. Sobre los alcances del recurso de revisión. 
Derivado de la impugnación realizada, es menester señalar que el recurso de revisión inmerso en la Ley de Transparencia vigente en la entidad, tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente, el cual será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico, con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.

TERCERO. De las causas de improcedencia.
En el procedimiento de acceso a la información y de los medios de impugnación de la materia, se advierten diversos supuestos de procedibilidad que deben estudiarse con la finalidad de dar cumplimiento a los principios de legalidad y objetividad inmersos en el artículo 9 de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en correlación con la seguridad jurídica que debe generar lo actuado ante este Organismo garante.

Por lo anterior, es una facultad legal entrar al estudio de las causas de improcedencia que hagan valer las partes o que se adviertan de oficio por este Resolutor y por ende objeto de análisis previo al estudio de fondo del asunto; presupuestos procesales de inicio o trámite de un proceso que dotan de seguridad jurídica las resoluciones, máxime que es una figura procesal adoptada en la ley de la materia[footnoteRef:1], la cual permite dilucidar alguna causal que impida el estudio y resolución, cuando una vez admitido el recurso de revisión se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseerlo, sin estudiar el fondo del asunto. [1:  Estudio oficioso o a petición de parte que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines, sirviendo de sustento la tesis aislada XVI.1o.A.T.2 K visible en el Semanario Judicial de la Federación bajo el número de registro 2000365 cuyo rubro y texto establece lo siguiente:

IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.] 


Así las cosas, en la especie, no se actualiza ninguna causa de improcedencia de las referidas en el artículo 191 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, encontrándose actualizados todos los presupuestos procesales para atender el fondo del asunto, en los términos del considerando posterior.

CUARTO. Estudio y resolución del asunto.
El análisis y resolución del presente recurso, se funda en el contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y respetando en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el párrafo tercero del artículo 1 de la Constitución Federal y el diverso 8 de la Ley de Transparencia local.

Por tanto, es conveniente recordar que el hoy Recurrente, solicita al Sujeto Obligado, respecto de la solicitud de información 00512/MEXICAL/IP/2025, medularmente lo siguiente:
Del domicilio ubicado en xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx
1. Acta de inspección.
2. Constancias ordenadas por el personal del área de protección civil, el 15 de agosto de 2025.

De lo transcrito anteriormente, cabe señalar que la solicitud de información, se presentó por medio del sistema electrónico SAIMEX. El recurrente únicamente manifiesta su nombre, sin apellidos, y no adjunta documento de identificación.
En ese sentido el Código Civil del Estado de México, determina que el nombre de las personas físicas, se integra con el sustantivo propio y los apellidos de los progenitores.


TITULO CUARTO
Del Nombre de las Personas
Concepto del nombre de las personas
Artículo 2.13.- El nombre designa e individualiza a una persona.
Composición del nombre de las personas físicas
Artículo 2.14. El nombre de las personas físicas se forma con el sustantivo propio y el primer apellido del padre y el primer apellido de la madre, en el orden que, de común acuerdo determinen.

En el caso de que el padre y la madre no lleguen a un acuerdo respecto del orden que deben seguir los apellidos del hijo o hija, el apellido paterno aparecerá en primer lugar y el apellido materno en segundo lugar.

El orden de los apellidos acordado entre padre y madre se considerará preferentemente para los demás hijos e hijas del mismo vínculo.

Cuando solo lo reconozca uno de ellos se formará con los apellidos de este, en el mismo orden, con las salvedades que establece el Libro Tercero de este Código.

Retomando el expediente, a la solicitud de información pública, el Sujeto Obligado respondió sustancialmente que la información solicitada es confidencial y solo pueden tener acceso los titulares de la misma y/o su representante legal, por lo que se está imposibilitado a realizar su entrega.
Ante la respuesta emitida por el Sujeto Obligado, el Recurrente consideró que se trasgredió su derecho a la información pública, por lo que interpuso los recursos de revisión al rubro citado, señalando como agravios que “La respuesta emitida por el sujeto obligado resulta ilegal, infundada y violatoria al derecho de acceso a la información, por las siguientes razones: La información solicitada NO es confidencial, ya que se trata de: Copia del acta de inspección, Y de las constancias ordenadas, realizadas por personal de Protección Civil el día 15 de agosto de 2025, en el domicilio ubicado en xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx, inmueble propiedad y posesión del suscrito. La inspección de Protección Civil fue practicada en mi propio inmueble, derivada de una orden emitida por el Juez Cívico, con motivo de los daños estructurales ocasionados por el inmueble colindante, por lo que: Soy titular directo de la información, y Tengo interés jurídico y legítimo pleno para acceder a la documentación generada. La autoridad aplica de manera errónea el artículo 143 de la Ley de Transparencia, ya que: Dicha disposición protege datos personales de terceros, No puede invocarse para negar información al propio titular del inmueble inspeccionado, Ni para ocultar actos administrativos realizados por una autoridad en ejercicio de sus funciones. El acta de inspección y las constancias solicitadas son documentos administrativos, elaborados por una autoridad municipal, que: Dan cuenta de hechos objetivos, Evalúan condiciones de riesgo, Y producen efectos jurídicos, por lo que no constituyen información privada, sino información pública vinculada a seguridad y protección civil. Aun en el supuesto (no concedido) de que el documento contuviera datos personales, la autoridad: Estaba obligada a realizar un análisis de divisibilidad, Elaborar una versión pública, Y no a emitir una negativa absoluta, como indebidamente lo hizo. La respuesta impugnada carece de debida fundamentación y motivación, pues: No identifica qué datos específicos son confidenciales, No explica por qué el titular del inmueble no puede acceder a la información, Y omite considerar que la inspección se realizó en mi domicilio, no en el de un tercero. Esta negativa me deja en estado de indefensión, ya que la documentación solicitada: Es necesaria para acreditar daños, Para la defensa de mis derechos patrimoniales, Y para dar seguimiento a actuaciones ordenadas por autoridad competente. PETICIÓN Por lo expuesto, solicito respetuosamente al órgano garante: Revoque la respuesta emitida por la Coordinación de Protección Civil, y Ordene al sujeto obligado: Entregar copia íntegra del acta de inspección y constancias solicitadas, O, en su caso, proporcionar la información en versión pública, testando únicamente datos estrictamente protegidos por ley, Reconociendo que el solicitante es titular del inmueble inspeccionado y directamente afectado por los hechos que motivaron la diligencia.” (énfasis añadido)

En ese sentido manifiesta que el inmueble a que hace referencia es de su propiedad y la verificación se realizó con motivo de la orden emitida por un Juez Cívico derivado de daños estructurales causados con inmuebles colindantes. No obstante lo anterior, no se adjunto documento que diera cuenta de la identidad y personalidad y titularidad con la que se ostenta; en razón de ello la solicitud se validará como de acceso a la Información pública.

Dado lo anterior, no se puede realizar la reconducción de vía a solicitud de acceso a datos personales, toda vez que el particular no refirió su nombre completo, esto es haciendo del conocimiento, en la solicitud sus apellidos, ni presentó identificación oficial que lo acreditara como la persona que solicita información.

Por lo que para la reconducción y procedencia de los derechos ARCO, se requiere forzosamente acreditar identidad, por lo que, se cita el artículo 2.5Bis del Código Civil del Estado de México.
Medios para acreditar la identidad de las personas físicas
Artículo 2.5 Bis.- Se consideran como medios aceptables y válidos para acreditar la identidad de las personas físicas, los documentos públicos ya sea en original o en copia certificada o digital, expedidos por las autoridades competentes, de manera enunciativa y no limitativa, los siguientes:
I. En caso de menores de edad, el acta de nacimiento, la Clave Única de Registro de Población con datos biométricos, la carta de naturalización y las credenciales expedidas por autoridades educativas que cuenten con autorización o con reconocimiento de validez oficial;
II. La Clave Única de Registro de Población con datos biométricos, la Credencial para votar, el pasaporte, la matrícula consular mexicana, la licencia para conducir y la carta de naturalización;
III. Las credenciales expedidas por autoridades educativas, las cédulas profesionales o de pasante y en caso de los varones, la cartilla del servicio militar nacional.
IV. Las demás identificaciones reconocidas como oficiales.

Estos documentos solo acreditan la identidad de su titular y no así la de su domicilio.
 
Aunado a lo anterior, de conformidad al último párrafo del artículo anteriormente citado, y en concordancia con lo expresado en razones y motivos de inconformidad, al manifestarse en calidad de propietario del inmueble., se debió haber hecho la presentación de documentos adicionales a la acreditación de la identidad y personalidad, para acreditar la propiedad, como lo son el Título de la Propiedad y la inscripción notarial. Ello de conformidad a la Ley del Notariado del Estado de México.  
TITULO TERCERO
DE LOS DOCUMENTOS NOTARIALES
CAPITULO PRIMERO
DE LAS ESCRITURAS
Artículo 78. Escritura es el instrumento original que el notario asienta en el protocolo físico o electrónico para hacer constar uno o más actos jurídicos, autorizados con firma autógrafa o electrónica y sello.
Se entenderá también como escritura el acta que contenga un extracto con los elementos personales y materiales del documento en que se consigne un contrato o actos jurídicos, siempre que esté firmada en cada una de sus hojas por quienes en el intervengan y por el notario, quien además pondrá el sello, señalará el número de hojas de que se compone, así como la relación completa de sus anexos que se agregarán al apéndice y reúna los demás requisitos que señala este capítulo.

Artículo 79.- La redacción de las escrituras se sujetará a las formalidades siguientes:
(…)
a). Si se trata de inmuebles, relacionará cuando menos el último título de propiedad y, en su caso, citará los datos de su inscripción registral, y determinará su naturaleza, ubicación, superficie con medidas y linderos, en cuanto sea posible.

Situación que no aconteció, motivo por el cual, no es posible realizar la reconducción de vía a Daos personales.

Aunado a lo anterior, desde este momento se comunica al solicitante, la existencia de la plataforma SARCOEM https://sarcoem.org.mx/sarcoem/ciudadano/login.page a través de la cual puede hacer uso del Derecho de Acceso a Datos Personales, de manera idónea, ello acreditando personalidad, identidad y calidad de propietario con la que se ostenta.

Lo anterior de conformidad a Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios.

Derechos ARCO
Artículo 97. Los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición de datos personales son derechos independientes. El ejercicio de cualquiera de ellos no es requisito previo no impide el ejercicio de otro. La procedencia de estos derechos, en su caso, se hará efectiva una vez que el titular o su representante legal acrediten su identidad o representación, respectivamente.

En ningún caso el acceso a los datos personales de un titular podrá afectar los derechos y libertades de otros.

El ejercicio de cualquiera de los derechos ARCO, forma parte de las garantías primarias del derecho a la protección de datos personales.
Derecho de Acceso
Artículo 98. El titular tiene derecho a acceder, solicitar y ser informado sobre sus datos personales en posesión de los sujetos obligados, así como la información relacionada con las condiciones y generalidades de su tratamiento, tales como el origen de los datos, las condiciones del tratamiento del cual sean objeto, las cesiones realizadas o que se pretendan realizar, así como tener acceso al aviso de privacidad al que está sujeto el tratamiento y a cualquier otra generalidad del tratamiento, en los términos previstos en la Ley.

El responsable debe responder al ejercicio del derecho de acceso, tenga o no datos de carácter personal del interesado en su sistema de datos.

Legitimación para Ejercer los Derechos ARCO
Artículo 106. La recepción y trámite de las solicitudes para el ejercicio de los derechos ARCO, de portabilidad de los datos y limitación del tratamiento, se sujetará al procedimiento establecido en el presente Título y demás disposiciones que resulten aplicables en la materia.

Los titulares o sus representantes legales podrán solicitar a través de la Unidad de Transparencia, en términos de lo que establezca la presente Ley, que se les otorgue acceso, rectifique, cancele, o que haga efectivo su derecho de oposición, respecto de los datos personales que le conciernan y que obren en un sistema de datos personales y base de datos en posesión de los sujetos obligados.

Para el ejercicio de los derechos ARCO solicitados será necesario acreditar la identidad de titular y en su caso la identidad y personalidad con la que actúe el representante.
(…)
Modalidades de la Presentación de la Solicitud
Artículo 109. La presentación de las solicitudes de acceso, rectificación, cancelación u oposición de datos personales se podrá realizar en cualquiera de las modalidades siguientes:

I. Por escrito libre presentado personalmente por el titular o su representante legal en la Unidad de Transparencia, o bien, en los formatos establecidos para tal efecto, o bien a través de correo ordinario, correo certificado o servicio de mensajería.

II. Verbalmente por el titular o su representante legal en la Unidad de Transparencia, la cual deberá
ser capturada por el responsable en el formato respectivo.

III. Por el sistema electrónico que el Instituto o la normatividad aplicable establezca para tal efecto.

El responsable deberá dar trámite a toda solicitud para el ejercicio de los derechos ARCO y entregar el acuse de recibo que corresponda.

El Instituto podrá establecer mecanismos adicionales, tales como formularios, sistemas y otros métodos simplificados para facilitar a los titulares el ejercicio de los derechos ARCO.

Los medios y procedimientos habilitados por el responsable para atender las solicitudes para el ejercicio de los derechos ARCO deberán ser de fácil acceso y con la mayor cobertura posible considerando el perfil de los titulares y la forma en que mantienen contacto cotidiano o común con el responsable.

Por lo que se dejan sus derecho a salvo de presentar una o más solicitudes de acceso a datos personales, si así lo desea, solicitando la información y acompañada de la documentación en párrafos previos referida.
Continuando con la litis actual, durante la etapa de manifestaciones, el Sujeto Obligado rindió su Informe Justificado mediante la presentación del documento electrónico denominado “MANIFESTACIONES R.R. 01675-2026, SOL. 512-25.pdf”, el cual contiene lo siguiente:

1. Oficio emitido por la Coordinación de Protección Civil y Bomberos, de folios PPM/CPCYB/025/2026, manifiesta que en apego a sus principios de legalidad seguridad jurídica y competencia administrativa enfatiza que De conformidad a lo dispuesto en los artículos 2224 y 25 del bando municipal del sujeto obligado la Coordinación tiene dentro de sus atribuciones y funciones realizar verificaciones e inspecciones exclusivamente cuando estas derivan de un procedimiento administrativo formal, Particularmente como requisito para la expedición de licencias de funcionamiento de unidades económicas previa a su virtud expresa y por escrito del interesado.
Por ello quede la revisión exhaustiva y sistemática en los archivos físicos y electrónicos de esa área, no existe antes de registro solicitud o expedita alguno relacionado con la verificación o inspección practicada en el domicilio referido como xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx. En consecuencia, no se pueden proporcionar los documentos, toda vez que no existen.

Por otra parte, argumenta que el requerimiento versa sobre una presunta obra de construcción particular cuya identificación no es identificable ya que el inmueble no se observa ninguna construcción. Dicha situación genera ausencia absoluta de certeza jurídica, lo cual impide esta autoridad vincular hechos actuaciones o documentos a un predio determinado sin incurrir en riesgo de afectar derechos de terceros, ello reiterando que se tratan documentos que contienen datos personales sensibles.

Por otra parte, se señala que la coordinación no se encuentra facultada para ingresar a domicilios particulares sin mandamiento escrito debidamente fundado y motivado por autoridad competentes, y consentimiento expresó el propietario o poseedor. Puesto que cualquier actuación en contra al mandato Constitucional constituía una invasión a la esfera jurídica de particulares y una extralimitación indebida de funciones por parte del suscrito.

Por último arguye, que la autoridad no a vulnerado el derecho de acceso a información pública del solicitante, sino que la falta de precisión de la ubicación de la construcción da como resultado inexistencia de la documentación solicitada, lo cual no es una negativa atribuible en una omisión.

-Finaliza el oficio con firma y sello, el Coordinador de Protección Civil y Bomberos-


Por su parte, el Recurrente no realizó manifestaciones, vertió alegatos ni presentó pruebas que a su derecho conviniera, así como tampoco emitió pronunciamientos respecto del Informe Justificado rendido por el Sujeto Obligado. 

Ahora bien, quedando establecido lo anterior, este Órgano Garante considera viable realizar el estudio en aras de establecer si la respuesta del Sujeto Obligado colma la pretensión de la Recurrente, así como calificar las razones o motivos de inconformidad del particular.

En este sentido, es pertinente enfatizar lo que, respecto al derecho de acceso a la información pública, refiere el artículo 5° de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, que en su parte conducente dispone lo siguiente:

Artículo 5. […]

El derecho a la información será garantizado por el Estado. La ley establecerá las previsiones que permitan asegurar la protección, el respeto y la difusión de este derecho. 

Para garantizar el ejercicio del derecho de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales, los poderes públicos y los organismos autónomos, transparentarán sus acciones, en términos de las disposiciones aplicables, la información será oportuna, clara, veraz y de fácil acceso. 

Este derecho se regirá por los principios y bases siguientes:

I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos estatales y municipales, así como del gobierno y de la administración pública municipal y sus organismos descentralizados, asimismo de cualquier persona física, jurídica colectiva o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de interés público y seguridad, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.
II. La información referente a la intimidad de la vida privada y la imagen de las personas será protegida a través de un marco jurídico rígido de tratamiento y manejo de datos personales, con las excepciones que establezca la ley reglamentaria.
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos.
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante el organismo autónomo especializado e imparcial que establece esta Constitución.
V. Los procedimientos de acceso a la información pública, de acceso, corrección y supresión de datos personales, así como los recursos de revisión derivados de los mismos, podrán tramitarse por medios electrónicos, a través de un sistema automatizado que para tal efecto establezca la ley reglamentaria y el organismo autónomo garante en el ámbito de su competencia. Las resoluciones que correspondan a estos procedimientos se sistematizarán para favorecer su consulta.
VI. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos administrativos actualizados y publicarán, a través de los medios electrónicos disponibles, la información completa y actualizada sobre el ejercicio de los recursos públicos y los indicadores que permitan rendir cuenta del cumplimiento de sus objetivos y los resultados obtenidos.
VII. La ley reglamentaria, determinará la manera en que los sujetos obligados deberán hacer pública la información relativa a los recursos públicos que entreguen a personas físicas o jurídicas colectivas.

En ese orden de ideas, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, prevé en su artículo 23, fracción IV, lo siguiente:

Artículo 23. Son sujetos obligados a transparentar y permitir el acceso a su información y proteger los datos personales que obren en su poder:
[…]
IV. Los ayuntamientos y las dependencias, organismos, órganos y entidades de la administración municipal;
[…]

Es así como, conforme a los preceptos legales citados, se desprende que el derecho de acceso a la información pública es un derecho individual que puede ser ejercido ante cualquier autoridad, entidad, órgano u organismo, tanto federales, como estatales, de la Ciudad de México, o Municipales, con el fin de que los particulares conozcan toda aquella información que es considerada como pública.

Asimismo, de los motivos de inconformidad expresados por el Recurrente, se estima que en el presente caso se actualizó la causal de procedencia del recurso de revisión prevista en la fracción XIII del artículo 179 de la Ley de Transparencia local, que a la letra estipula lo siguiente:

Artículo 179. El recurso de revisión es un medio de protección que la Ley otorga a los particulares, para hacer valer su derecho de acceso a la información pública, y procederá en contra de las siguientes causas:

XIII. La falta, deficiencia o insuficiencia de la fundamentación y/o motivación en la respuesta; y 
[…]

Así, que es conveniente traer a colación lo dispuesto en los artículos 4, 12 y 24 último párrafo de la Ley de Transparencia local, en los que se dispone lo siguiente:

Artículo 4. El derecho humano de acceso a la información pública es la prerrogativa de las personas para buscar, difundir, investigar, recabar, recibir y solicitar información pública, sin necesidad de acreditar personalidad ni interés jurídico.

Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. Solo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.

Los sujetos obligados deben poner en práctica, políticas y programas de acceso a la información que se apeguen a criterios de publicidad, veracidad, oportunidad, precisión y suficiencia en beneficio de los solicitantes.

Artículo 12. Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables.

Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.

Artículo 24. […]

Los sujetos obligados solo proporcionarán la información pública que generen, administren o posean en el ejercicio de sus atribuciones.

De los preceptos en cita se desprende que toda la información que los sujetos obligados generen, posean o administren en el ejercicio de sus atribuciones, competencias o facultades es pública, así como que se encuentran constreñidos a hacer entrega de la información que les sea solicitada, que obre en sus archivos y en el estado en el que esta se encuentre, sin estar en la obligación de elaborar documentos ad hoc.

De tal forma que se debe señalar que los sujetos obligados no se encuentren constreñidos a generar documentos ad hoc para satisfacer los requerimientos planteados por los solicitantes, tal como se establece en el Criterio 03/17 emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, que a la letra dispone lo siguiente:

No existe obligación de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de acceso a la información. Los artículos 129 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 130, párrafo cuarto, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, señalan que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar, de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre. Por lo anterior, los sujetos obligados deben garantizar el derecho de acceso a la información del particular, proporcionando la información con la que cuentan en el formato en que la misma obre en sus archivos; sin necesidad de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de información.

Bajo ese contexto, se procede al análisis de la naturaleza de la información requerida, y para ello resulta conveniente traer a contexto el contenido de los artículos 53 fracciones II, IV, IX y X, y 59 fracción V de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, que dispone lo siguiente:

“Artículo 53. Las Unidades de Transparencia tendrán las siguientes funciones:
[…]
II. Recibir, tramitar y dar respuesta a las solicitudes de acceso a la información;
[…]
IV. Realizar, con efectividad, los trámites internos necesarios para la atención de las solicitudes de acceso a la información;
[…]
IX. Llevar un registro de las solicitudes de acceso a la información, sus respuestas, resultados, costos de reproducción y envío, resolución a los recursos de revisión que se hayan emitido en contra de sus respuestas y del cumplimiento de las mismas;
X. Presentar ante el Comité, el proyecto de clasificación de información;
[…]”

“Artículo 59. Los servidores públicos habilitados tendrán las funciones siguientes:
[…]
V. Integrar y presentar al responsable de la Unidad de Transparencia la propuesta de clasificación de información, la cual tendrá los fundamentos y argumentos en que se basa dicha propuesta;
[…]”

(Énfasis añadido)

Como se desprende de lo anterior, constituye una obligación de las Unidades de Transparencia de los Sujetos Obligados dar trámite a las solicitudes de acceso a la información, llevar trámites internos necesarios para la atención de las mismas (turnar la solicitud de información a las áreas competentes), presentar ante el Comité de Transparencia la propuesta de clasificación de información elaborada por los servidores públicos habilitados competentes, así como llevar un registro de las solicitudes de acceso a la información, sus respuestas, resultados, la resolución a los recursos de revisión que se hayan emitido en contra de sus respuestas y el cumplimiento dado a las mismas.

Por tanto, se advierte que el área respondiente es la Coordinación de Protección Civil y Bomberos, que tiene en su esfera competencial respecto de fenómenos perturbadores.

Del Bando Municipal 
APÍTULO TERCERO
DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL
Artículo 46.- Para el despacho de los asuntos municipales, el Ayuntamiento se auxiliará de las dependencias y/o unidades administrativas de la Administración Pública Municipal que considere necesarias, las cuales estarán subordinadas a la Presidenta Municipal, siendo de manera enunciativa pero no limitativa las siguientes:
(…)
5. Director de Seguridad Pública: 
5.1. Coordinación Municipal de Protección Civil y Bomberos.
5.2. Coordinación de Ordenamiento Vial.
(…)

CAPÍTULO DÉCIMO
PROTECCIÓN CIVIL Y BOMBEROS
Artículo 122.- El Consejo Municipal de Protección Civil y Bomberos será un órgano auxiliar y foro de consulta implementado en el que participaran los sectores público, social y privado, para la adopción de acuerdos, ejecución de acciones y en general; de todas las actividades necesarias para la gestión integral de riesgo, atención inmediata y eficaz de los asuntos relacionados con situaciones de emergencia o desastre que afecten a la comunidad, de conformidad con los ordenamientos legales aplicables. 

Artículo 123.- La Coordinación Municipal de Protección Civil y Bomberos, presentará y ejecutará las estrategias municipales integrales de reducción de riesgos, que considere en sus contenidos las etapas de la gestión integral de riesgos a saber: identificación, monitoreo, prevención, mitigación preparación en la respuesta, atención a la emergencia y restablecimiento. 

Artículo 124.- La Coordinación Municipal de Protección Civil y Bomberos, realizará valoraciones de riesgo en todo inmueble ubicado en el territorio municipal, así como en zonas de riesgo para prevenir o cuando se detecte alguna afectación originada por fenómenos perturbadores y emitirá las recomendaciones necesarias a efecto de mitigar o eliminar el riesgo existente. En el cumplimiento de sus objetivos se coordinará con las autoridades, federales estatales y municipales de conformidad con las disposiciones aplicables en la materia. 

Artículo 125.- La Coordinación Municipal de Protección Civil y Bomberos, vigilará y efectuará visitas de verificación, inspección, supervisión, suspensión y/o clausura en todos los inmuebles que desarrollen actividades industriales, comerciales y de servicios en todo el territorio municipal, así como en todo tipo de eventos y espectáculos públicos y privados, conforme a lo dispuesto en el Reglamento del Libro Sexto del Código Administrativo del Estado de México y en el Reglamento Municipal de Protección Civil, en su caso, aplicará las medidas de seguridad y sanciones señaladas en los ordenamientos señalados. 

Artículo 126.- La Coordinación Municipal de Protección Civil y Bomberos, dictará las medidas necesarias para el restablecimiento de la normalidad en la población afectada. Para tal efecto se encauzarán los esfuerzos de los sectores público, social y privado a través de la capacitación, organización, programas, simulacros y realización de acciones que permitan responder adecuada e inmediatamente a las necesidades de la comunidad en caso de contingencia. 

Artículo 127.- En caso de riesgo o siniestro que ponga en peligro la vida, la integridad física o patrimonial de cualquier persona, la Coordinación Municipal de Protección Civil y Bomberos, a través de los cuerpos de emergencia correspondientes podrá ingresar de cualquier forma a todo inmueble o unidad económica con las facultades que le confieren los ordenamientos legales aplicables vigentes en la materia, anteponiendo el bien jurídico tutelado de la vida de todo ser humano o ser sintiente, a fin de reducir los efectos ocasionados por el fenómeno perturbador.

Artículo 137.- La Coordinación Municipal de Protección Civil y Bomberos, expedirá la Opinión Favorable para la quema de artículos pirotécnicos en festividades cívicas, religiosas u otras.

De la interpretación a los artículos anteriores podemos colegir dos cuestiones:
Primera, efectivamente en caso de emergencia los elementos de protección civil y bomberos podrán ingresar a domicilios particulares o unidades económicas, con la finalidad de atender fenómenos perturbadores; que, en sentido contrario, no pueden ingresar sino mediante autorización.
Segunda, que los elementos de protección civil y bomberos están facultados para emitir valoraciones de riesgo en inmuebles y emitir recomendaciones necesarias.

De lo que nos interesa, el particular, refiere tener un inmueble particular, por lo que en todo caso, resultaría aplicable la visita de valoración de riesgo. Por otra parte, se señala una ubicación, en ese sentido, se procedió a investigar en internet.

De la búsqueda se localizó un inmueble, situado con ubicación similar a la descrita en la solicitud; no obstante el número exterior, no es el mismo; ya que de la búsqueda se localizó el diverso inmueble “203-B”, sin que se observara la existencia del número referido en la solicitud “203”. 
De lo anterior, se desprende que no se tenga la certeza del inmueble a que se refiera.

[bookmark: _GoBack]Por otra parte, la Coordinación civil negó la existencia de antecedente, registro, solicitud o expediente alguno relacionado con verificación o inspección practicada en el domicilio “xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx”. Por lo que con base a lo anterior adquiere mayor fuerza lo manifestado por el área en comento. 
Haciendo no identificable la obra a la que se hace alusión tanto en la solicitud como en informe justificado.

En este contexto, nos encontramos ante la presencia de un hecho negativo, en virtud de que la información solicitada no puede fácticamente obrar en los archivos del Sujeto Obligado, ya que no puede probarse por ser lógica y materialmente imposible.

Es conveniente, invocar la tesis con número de registro 267287, de la Sexta Época, Instancia: Segunda Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Volumen LII, Tercera Parte, Materia Común, que indica lo siguiente:

“HECHOS NEGATIVOS, NO SON SUSCEPTIBLES DE DEMOSTRACION. Tratándose de un hecho negativo, el Juez no tiene por qué invocar prueba alguna de la que se desprenda, ya que es bien sabido que esta clase de hechos no son susceptibles de demostración.” (Sic)

De lo anteriormente señalado, una vez analizada la información que proporcionó El Sujeto Obligado en Informe Justificado, se estima que esta manifestó las razones y motivos por las cuales no se posee la información, por no haberse generado, además de la imposibilidad de localizar el inmueble referido en la solicitud.

Por ello al haberse acreditado que el Sujeto Obligado no genera, posee o administra la información motivo del presente Recurso de Revisión mediante lo manifestado en informe justificado con fundamento en la segunda hipótesis del artículo 186 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se SOBRESEE el presente recurso de revisión por lo manifestado en informe justificado a  la solicitud de información número  00512/MEXICAL/IP/2025, que ha sido materia del presente estudio.

Por lo antes expuesto y fundado es de resolverse y,


S E    R E S U E L V E

PRIMERO. Se SOBRESEE el recurso de revisión 01675/INFOEM/IP/RR/2026 porque al modificar la respuesta el recurso quedó sin materia conforme a lo dispuesto en el artículo 192 fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en términos del Considerando TERCERO de la presente resolución.

SEGUNDO. Notifíquese, vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del SUJETO OBLIGADO

TERCERO. Notifíquese a la Recurrente a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), la presente resolución, y hágase de su conocimiento que en caso de considerar que la presente resolución le causa algún perjuicio, podrá interponer el juicio de amparo, en los términos de las leyes aplicables de acuerdo con lo estipulado en el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA, EN LA DÉCIMA QUINTA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL VEINTIOCHO DE ABRIL DE DOS MIL VEINTISÉIS,  ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.-------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
JMV/CCR/IKDF
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